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Resumen 

 

El uso del contrato de servicios ocasionales en el sector público ecuatoriano ha rebasado 

los límites establecidos en la normativa que lo regula, lo cual se ha traducido en la existencia de 

personas que continúan laborando en los entes públicos a la espera de un concurso de méritos y 

oposición. La metodología empleada es la de análisis documental de literatura, mediante la 

búsqueda y análisis de fuentes bibliográficas digitales en las plataformas Scopus, Wos, Google 

Scholar y en Fielweb, utilizando criterios a base de los objetivos de investigación. Los resultados 

fueron: a) Los contratos de servicios ocasionales se han utilizado en los órganos administrativos 

vulnerando la normativa que lo regula. b) La sucesión de contratos de servicios ocasionales no 

constituye derechos adquiridos para los prestadores de servicios. c) Existe responsabilidad estatal 

por no realizarse los concursos de méritos y oposición establecido para la creación de los puestos 

para las actividades que son permanentes. Las conclusiones de la investigación son: a) Existieron 

falencias en la normativa que regula los contratos de servicios ocasionales por permitir su 

renovación y que los servidores podían seguir laborando hasta que se llevara a cabo un concurso 

de méritos y oposición. b) El contrato de servicios ocasionales no surte efectos jurídicos una vez 

que ha finalizado su plazo. c) Se ha producido violación a las normas que regulan el contrato de 

servicios ocasionales y vulneración a los derechos de las personas que se han mantenido laborando.  

 

Palabras clave: Contrato de servicios ocasionales, sector público, renovación, prórroga. 
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Abstract 

 

The use of the occasional service contract in the Ecuadorian public sector has exceeded the 

limits established in the regulations that regulate it, which has resulted in the existence of people 

who continue to work in public entities waiting for a competition of merits and opposition. The 

methodology used is documentary analysis of literature, through the search and analysis of digital 

bibliographic sources on the Scopus, Wos, Google Scholar and Fielweb platforms, using criteria 

based on the research objectives. The results were: a) The occasional services contract has been 

used in administrative bodies, violating the regulations that regulate it. b) The succession of 

occasional service contracts does not constitute acquired rights for service providers. c) There is 

state responsibility for not carrying out the merit and opposition competitions established for the 

creation of positions for activities that are permanent. The conclusions of the investigation are: a) 

There were flaws in the regulations that regulate occasional service contracts for allowing their 

renewal and that the servers could continue working until a competition of merits and opposition 

was carried out. b) The contract for occasional services does not have legal effects once its term 

has ended. c) There has been a violation of the rules that regulate the contract of occasional services 

and violation of the rights of the people who have continued to work. 

 

Keywords: Occasional services contract, public sector, renewal, extension. 
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Introducción 

1. Antecedentes 

 

El legislador ecuatoriano en el año 2003 creó la figura jurídica del contrato de servicio 

ocasional, como una modalidad adicional de contrato para servidores públicos, utilizando como 

sinónimo el término de contrato de servicios personales. En lo referente a la naturaleza del contrato 

de servicios ocasionales, con respecto a los otros contratos que se celebraban con servidores 

públicos, no existía diferencia, señalándose que su finalidad solamente consistía en la satisfacción 

de necesidades institucionales, siempre que existieren los recursos para su celebración, gozando 

de los mismos beneficios económicos que el resto de servidores públicos de la entidad (Ley 

Orgánica de Servicio Civil y Carrera Administrativa y de Unificación y Homologación de las 

Remuneraciones del Sector Público, 2003). 

 

La Presidencia de la República en ejercicio de su potestad reglamentaria en el año 2005, 

dentro de la normativa adjetiva que expidió, delimitó el uso del contrato de servicios ocasionales 

ciñéndose a actividades de trabajo temporal que no implicaba estabilidad laboral, que contaran con 

certificación los recursos para su pago, siendo su duración de ejercicio fiscal en curso, pudiendo 

renovarse en el siguiente ejercicio fiscal (Reglamento de la Ley Orgánica de Servicio Civil y 

Carrera Administrativa y de Unificación y Homologación de las Remuneraciones del Sector 

Público, 2005). 

 

Posteriormente, en el año 2010, la Función Legislativa al expedir una nueva norma 

regulatoria del sector público ecuatoriano, introdujo dentro de la modalidad del contrato de 

servicios ocasionales, que éste se pudiera celebrar para cubrir actividades no permanentes, sin 

sobrepasar del 20% de la totalidad de servidores de la entidad, salvo autorización del Ministerio 

del Trabajo y realizando una excepción, entre otros casos, cuando se tratara de órganos 

administrativos recién creados. A diferencia de lo que establecía la norma del año 2003, la duración 

del contrato de servicios ocasionales sólo podía ser por un ejercicio fiscal, sin renovación; pero, si 

la necesidad persistía pasado el año, se convertía en una necesidad permanente y los contratados 

podían presentarse a concursos de méritos y oposición, quedando prorrogados sus contratos hasta 
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la celebración de dichos concursos, los cuales debían llevarse a cabo en todo el sector público en 

el plazo de 180 desde la vigencia de la ley  (Ley Orgánica del Servicio Público, 2010). 

. 

En el escenario jurídico descrito, se encontraban servidores públicos que tenían contratos 

de servicios ocasionales al amparo de la Ley Orgánica de Servicio Civil y Carrera Administrativa 

y de Unificación y Homologación de las Remuneraciones del Sector Público y de la Ley Orgánica 

de Servicio Público, lo cual llevó a la Función Ejecutiva a instaurar un control de los contratos de 

servicios ocasionales por parte del Ministerio de Relaciones Laborales y de Economía y Finanzas, 

pero a su vez, se excluyó de los límites del número de contratos a los entes con cuatro años de 

creación. En esta norma existen aspectos contradictorios como el hecho de que los servidores con 

contratos ocasionales que fenecieron en el año 2010, podrían beneficiarse de una renovación hasta 

el ejercicio fiscal 2012 y que se llevarán a cabo los concursos de méritos y oposición para aquellos 

que tuvieran más de cuatro años en la institución, en un plazo máximo de 180 días; pero por otro 

lado, se podía a través de la suscripción de un adendum, asignar al contratado actividades distintas 

a la de su contrato, lo cual a pesar de la vigencia de los contratos, extendería la permanencia de los 

contratados sin perjuicio de efectuar o no el concurso de méritos y oposición (Reglamento General 

a la Ley Orgánica del Servicio Público, 2011). 

 

2. Justificación. 

De acuerdo a los indicadores laborales del Ministerio del Trabajo, a enero de 2021, existían 

78.646 servidores públicos bajo la modalidad de contratos ocasionales (Ministerio del Trabajo, 

2021), lo cual contrastado con la cantidad de servidores públicos a julio de 2017, que era de 80.557 

(Asamblea Nacional, 2017), evidencia que existe una cantidad considerable de servidores cuyos 

contratos ocasionales se encuentran prorrogados, debido a que no se han llevado a cabo los 

concursos de méritos y oposición establecidos como una medida obligatoria en las normas que los 

regulan. Este trabajo tiene una justificación de carácter práctico, por cuanto es necesario desde los 

principios y normas del Derecho Administrativo esclarecer la situación jurídica de los contratos 

de servicios ocasionales de servidores que tienen más de cuatro años en las instituciones públicas 

y que por dicha modalidad no gozan del tratamiento que reciben el resto de los servidores, 

examinando si existe violación a derechos y responsabilidad del Estado ecuatoriano. 

 



6 

 

3. Objetivos. 

 

General: Determinar las razones de la existencia de contratos de servicios ocasionales de 

servidores, en instituciones públicas, cuyos plazos han fenecido y que se encuentran laborando 

actualmente, para que constituyan elementos de otras investigaciones. 

Específicos:  

1) Conocer en base a los principios del derecho administrativo si el contrato de 

servicios ocasionales puede seguir produciendo efectos jurídicos una vez fenecido su plazo, para 

evidenciar si el prorrogarlo produciría violación a derechos. 

2) Analizar de forma comparativa la normativa que fue creada para regular al contrato 

de servicios ocasionales con la finalidad de conocer las lagunas o ambigüedades en su aplicación. 

3) Mostrar las falencias de la existencia de contratos de servicios ocasionales 

prorrogados a la luz de la jurisprudencia contencioso-administrativa para establecer la 

responsabilidad estatal. 

 

Marco teórico  

1. Principio de juridicidad 

 

El principio de legalidad, que en los inicios del Derecho Administrativo nació como un 

freno a la arbitrariedad, se convirtió en el principio de juridicidad, el cual constituye una restricción 

a las actuaciones de la Administración pública, obligándola a adherirse al derecho positivo, 

buscando que el poder público alinee sus acciones de acuerdo con las disposiciones presentes en 

el ordenamiento jurídico (Chamorro, 1978, pág. 34). 

 

Este principio está recogido en nuestro sistema jurídico y en su aplicación consiste en que 

la ejecución de labores administrativas está sujeta a la autoridad de la Constitución, convenios 

internacionales, normativas legales, principios establecidos, precedentes judiciales relevantes y las 

disposiciones del Código Orgánico Administrativo (Código Orgánico Administrativo, 2017). 

 

A criterio de Villalba (2015, pág. 47) la emisión de actos administrativos sin cumplir con 

el principio de juridicidad conlleva a la infracción de los derechos constitucionales. Por lo que en 
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esa misma línea, cuando al permitir que los contratos ocasionales de los servidores públicos 

excedan la duración establecida por la ley, no sólo se vulneran derechos subjetivos sino derechos 

constitucionales como el del trabajo al producirse una situación de precariedad laboral, la cual se 

refiere a la falta de las condiciones establecidas por la ley para que un empleado pueda llevar a 

cabo sus funciones de manera adecuada, la cual puede manifestarse cuando el empleador se 

aprovecha de la necesidad del trabajador al ofrecerle un trabajo que no cumple con los beneficios 

legales, debido a que el trabajador no cuenta con otras opciones, y, principalmente puede surgir 

cuando el Estado no establece las condiciones necesarias para garantizar el derecho al trabajo, lo 

que conduce a que los ciudadanos opten por la economía informal para asegurar su sustento 

(Figueroa, 2019, pág. 102). 

 

2. Principio de interdicción de la arbitrariedad 

 

El principio de interdicción de la arbitrariedad, junto con el de juridicidad, es de los más 

importantes en el Derecho Administrativo, en lo referente a la actuación de las administraciones 

públicas, llegando a ser conceptualizado por la Corte Suprema de Costa Rica como la prohibición 

de “toda diferencia carente de una razón suficiente y justa” (Resolución No. 2007-11155 , 2007). 

En nuestra legislación, esta prohibición de la actuación administrativa está enfocada a no violentar 

los derechos de igualdad de los administrados, y no proceder de forma contraria al ordenamiento 

jurídico y actuar de acuerdo a la sana crítica (Código Orgánico Administrativo, 2017a). 

 

La duración del contrato de servicios ocasionales está reglada en el Derecho 

Administrativo ecuatoriano, por lo que el hecho de que existan contratos que actualmente se 

encuentren prorrogados desde hace varios años, implica una vulneración a la norma y a los 

derechos de los contratados, comprobándose que esto sucede porque no se han realizado los 

concursos de méritos y oposición que debieron llevarse a cabo. 

 

Dentro de la vulneración a los derechos de los contratados tenemos la del derecho a la 

igualdad, con respecto a los derechos económicos que gozan el resto de servidores, pero sobre todo 

por no respetarse la estabilidad laboral a la que tienen derecho, después de brindar sus servicios 

por muchos años, la cual consiste en la continuidad habitual que experimentará el trabajador en la 
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ejecución de sus funciones, ofreciéndole la ventaja de contar con la seguridad de tener empleo de 

manera indefinida, siendo beneficioso para el empleador, ya que prolongada la permanencia de un 

trabajador en una actividad laboral le permite desarrollar sus habilidades con mayor destreza con 

el tiempo (Obando, 2019, pág. 75). 

 

3. Principio de seguridad jurídica. 

 

El principio de seguridad jurídica en la legislación ecuatoriana estriba en que los órganos 

del poder público no pueden lesionar por omisión o error los derechos de las personas, es decir, 

que exista una garantía del respeto a los derechos (Código Orgánico Administrativo, 2017b). 

 

A consideración de Mezquita del Cacho (1989) el derecho a la seguridad jurídica está 

estrechamente vinculado a la sociedad: 

La seguridad es ciertamente un afán de cada hombre enraizado en su instinto de 

supervivencia, y planteado, por tanto, sobre todo inicialmente como una necesidad en la 

que se apoya la propia organización social; por lo que siendo el Derecho el instrumento de 

ésta, resulta lógica señalarla entre los fines del mismo. Pero se trata de un fin que, al menos 

en una cierta medida, se realiza intrínsecamente desde el propio establecimiento del 

Derecho y como secuela del Orden que el mismo comporta; por lo que asimismo es lógico 

que se califique de inmediato como efecto objetivo (pág. 48). 

 

La existencia de servidores públicos que realizan sus actividades en los diferentes órganos 

administrativos del Estado ecuatoriano, cuyos contratos vencieron hace años y a los cuales no se 

les ha iniciado los procedimientos administrativos para la creación del puesto y el respectivo 

concurso de méritos y oposición, por omisión de las autoridades y funcionarios de dichas 

entidades, los cuales no realizan estos procedimientos, vulnera la seguridad jurídica,  por cuanto 

esa práctica es contraria a derecho y lesiva a los derechos laborales. 
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4. Principio de responsabilidad. 

 

El contrato de servicios ocasionales cuyo plazo se encuentra fenecido hace más de cuatro 

años y por el cual un servidor público permanece prestando servicios a una institución pública, al 

considerar las autoridades de ésta que se encuentra prorrogado al no haberse llevado a cabo el 

concurso de méritos y oposición, al no haberse creado la partida presupuestaria del mismo, esto 

genera responsabilidad al Estado ecuatoriano, dado que por un lado la permanencia de dicha 

personas es una flagrante violación a la normativa y por el otro, el no concederles estabilidad al 

servidor es una vulneración a su derecho de recibir un tratamiento igualitario al resto de servidores. 

 

En esa línea de pensamiento, considerando la existencia de una relación contractual con el 

Estado, Ferrada (2012) considera que uno de los efectos de esta es que se pueda producir un daño 

al servidor con el que ha existido una relación: 

esta infracción al ordenamiento jurídico puede llevar también aparejada una lesión o daño 

a un particular, en aquellos casos en que la actuación administrativa genere, como 

consecuencia, efectos directos o indirectos en los derechos de éste, (…) en el marco de una 

relación jurídica preestablecida con el particular, es decir, de su infracción al deber de 

actuar conforme al ordenamiento jurídico en caso concreto (pág. 284) 

 

La situación de responsabilidad del Estado se manifiesta al mantener bajo su servicio a una 

persona a quien por norma legislativa no se le reconoce estabilidad y no se le da oportunidad de 

participar en un concurso de méritos y oposición.  

 

Estado del arte 

 

Luego de la revisión documental de papers y publicaciones en journals que se encuentran 

en la plataforma Scopus, realizando una búsqueda en idioma inglés, con las palabras “occasional” 

and “services” and “contract” and “Ecuador”, se encontró la siguiente publicación en un journal: 

 

Los autores Remache et al. (2022) en el abstract de su publicación, que no es open access, 

manifiestan que “la estabilidad laboral de los servidores públicos es nula, ya que su permanencia 
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en sus labores diarias depende de los requerimientos de la institución para la que laboran”. La 

conclusión manifestada expresa que a criterio de lo autores el contrato de servicios ocasionales no 

brinda estabilidad al contratado. 

 

Realizada una revisión documental de journals en las herramientas Master Journal List y 

Journal Citation Reports de la plataforma Web of Science, llevando a cabo una búsqueda en idioma 

inglés, con las palabras “occasional” and “services” and “contract” and “Ecuador”, el resultado 

fue el siguiente: No se encontraron publicaciones referentes al contrato de servicios ocasionales 

en el Ecuador. 

 

Se llevó a cabo una revisión documental en la página Google Académico, teniendo en 

consideración los papers y publicaciones en journals que se han publicado en los últimos cinco 

años, con las palabras “contrato de servicios ocasionales” “ecuador”, obteniendo una publicación 

con las siguientes conclusiones: 

 

Los autores Díaz, Endara, & Maldonado (Díaz, Endara, & Maldonado, 2020) concluyen en 

su investigación que “la relación laboral del personal de contrato por servicios ocasionales en el 

servicio público se ajusta claramente a la inestabilidad laboral, al verse afectada la continuidad 

laboral y poder rescindir el mismo la administración de forma unilateral” (pág. 189). 

 

Planteamiento del problema 

 

La presente investigación tiene por finalidad dar respuesta a la necesidad de determinar si 

la existencia de servidores públicos con contratos ocasionales que se encuentran vencidos por 

varios años y con una aparente prórroga, se debe a la falta de normas de derecho administrativo 

que regulen esa situación o a una actuación contraria a derecho de las máximas autoridades o 

funcionarios de órganos administrativos, en quebranto de la seguridad jurídica y de los derechos 

de dicho personal. 

 

La pregunta problemática sería: ¿La existencia de personal en las instituciones del Estado 

cuyos contratos de servicios ocasionales han fenecido hace años se debe a la falta de normas 
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jurídicas regulatorias o a la actuación contraria a derecho de las autoridades que permiten que se 

produzca dicha situación? 

 

La idea a defender es que el contrato de servicios ocasionales ha sido utilizado en los 

órganos administrativos del sector público de una forma contraria a la normativa al considerárselos 

prorrogados de hecho, por cuanto no se han realizado los concursos de mérito y oposición que 

otorguen estabilidad a los servidores públicos, constituyendo una vulneración a sus derechos 

subjetivos. 

 

Análisis 

 

La Jurisprudencia de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de 

justicia determina que el contrato de servicios ocasionales no otorga estabilidad laboral, antes, por 

el contrario, a pesar de que se suscriban contratos sucesivos violando el mandato legal, esto no 

confiere a la persona que ha prestado servicios para el ente público, derecho adquirido alguno. 

 

No. 

sentencia 
Fecha Criterio resolutivo 

Recurso de 

Casación No. 

239-2011 

 

29/10/2012 

La suscripción sucesiva de contratos ocasionales no otorga el derecho a la 

expedición del nombramiento, sino que éste debe ser otorgado según el 

procedimiento establecido en la Constitución y la Ley. (2012) 

Juicio No. 

69-2008 

 

13/11/2012  Los contratos de servicios ocasionales tienen un carácter temporal. (2012) 

Juicio No. 

117-2008 

 

14/12/2012 

 Los contratos de prestación de servicios ocasionales suscritos entre las 

partes, posteriores al primero, se celebraron violando la norma, esta puede 

servir para desconocer un derecho que proviene de un acto que no cumple 

con los requerimientos legales y constitucionales. (2012) 

Juicio No. 

227-2008 

 

28/12/2012 

De conformidad a lo preceptuado en el artículo 20 del Reglamento a la 

LOSCCA, queda claro que un contrato de servicios ocasionales no puede 

ser suscrito entre las mismas partes por más de dos ocasiones. Por tanto, los 

sucesivos y posteriores contratos suscritos … son ilegales. - Sin embargo, 

las consecutivas ilegalidades por parte de la institución de la 

Administración Pública, jamás pueden conceder derechos adquiridos; que 

por el contrario violentarían principios constitucionales. (2012) 

Tabla1 
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Tanto la Función Legislativa como la Ejecutiva en ejercicio de sus atribuciones expidieron 

normas para regular el contrato de servicios ocasionales, pero en la práctica las autoridades y 

funcionarios de las instituciones del sector público permitieron que se prorrogue la actividad de 

personas cuyos contratos ya había concluido, justificándolo con la no realización de un concurso 

de méritos y oposición. 

 

Ley/Reglamento 
Plazo de 

duración 
Renovación 

Adendum para 

realizar 

actividades 

adicionales 

Excepciones 

para el monto 

de contratos 

ocasionales 

Ley Orgánica de Servicio Civil y 

Carrera Administrativa y de 

Unificación y Homologación de las 

Remuneraciones del Sector Público 

1 año por 1 año  NO NO 

Reglamento de la Ley Orgánica de 

Servicio Civil y Carrera Administrativa 

y de Unificación y Homologación de 

las Remuneraciones del Sector Público, 

2005 

1 año/hasta 

2 en total 
por 1 año  NO NO 

Ley Orgánica del Servicio Público 

1 año/si la 

actividad 

pasa del año 

se entiende 

prorrogado 

hasta 

concurso de 

méritos y 

oposición 

NO NO 

Personas con 

discapacidad. 

Órganos 

administrativos 

recién creados. 

Puestos 

relacionados a 

proyectos de 

inversión. 

Mujeres 

embarazadas.  

Reglamento General a la Ley Orgánica 

del Servicio Público 

1 año/si la 

actividad 

pasa del año 

se entiende 

prorrogado 

hasta 

concurso de 

méritos y 

oposición 

NO SI 

Personas con 

discapacidad. 

Órganos 

administrativos 

recién creados. 

Puestos 

relacionados a 

proyectos de 

inversión. 

Mujeres 

embarazadas. 

.  
Tabla2 
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Conclusiones 

 

Las conclusiones a las que arribo la presente investigación fueron las siguientes: 

 

Se llegó a evidenciar que el contrato de servicios ocasionales no surte efectos jurídicos una 

vez que ha finalizado su plazo, de acuerdo con los principios del Derecho Administrativo de 

Juridicidad y Seguridad Jurídica, porque en la práctica el mantener a personas laborando en esa 

situación constituye una arbitrariedad y genera responsabilidad al Estado. 

 

El análisis de la normativa que fue creada para regular al contrato de servicios ocasionales 

permite comprobar que existieron falencias en cuanto a permitir inicialmente su renovación y 

posteriormente al establecer excepciones en cuanto al porcentaje de los contratados, sumado a ello 

que los servidores podían seguir laborando hasta que se llevara a cabo un concurso de méritos y 

oposición que jamás se dio. 

 

La jurisprudencia contencioso-administrativa hace patente la violación a la norma que 

regula el contrato de servicios ocasionales y la vulneración a los derechos de las personas que se 

han mantenido laborando, dado que la sucesión de contratos no les genera derechos adquiridos, 

siendo responsabilidad estatal la omisión de realizar los concursos de méritos y oposición.  

  



14 

 

Bibliografía 

 

Asamblea Nacional. (14 de Julio de 2017). Obtenido de 

https://www.asambleanacional.gob.ec/es/noticia/50413-mas-de-80-mil-funcionarios-

publicos-tienen-contratos-

de#:~:text=Indic%C3%B3%20que%2C%20seg%C3%BAn%20la%20informaci%C3%B

3n,tienen%20menos%20de%204%20a%C3%B1os. 

Chamorro, J. (1978). Golpe a la transición. Barcelona: Editorial Lealter. 

Código Orgánico Administrativo, Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 31 (Asamblea 

Nacional Legislativa 07 de Julio de 2017). 

Díaz, C., Endara, M., & Maldonado, P. &. (2020). La estabilidad laboral y el contrato de servicios 

ocasionales en el sector público. Estudios del Desarrollo Social: Cuba y América Latina. 

Ferrada, J. (2012). Falta de servicio y responsabilidad por actos administrativos. Santiago: 

Abeledo Perrot. 

Figueroa, E. (2019). Derecho laboral. Lima: Piramide. 

Juicio No. 69-2008 (Sala de lo Contencioso Administrativo. Corte Nacional de Jusiticia 13 de 

Noviembre de 2012). 

Juicio No. 117-2008 (Sala de lo Contencioso Administativo. Corte Nacional de Jusiticia 14 de 

Diciembre de 2012). 

Juicio No. 227-2008 (Sala de lo Contencioso Administratvo. Corte Nacional de Jusiticia 28 de 

Diciembre de 2012). 

Mezquita del Cacho, J. (1989). Seguridad jurídica y sistema cautelar. Barcelona: BOSCH. 

Ministerio del Trabajo. (Febrero de 2021). Obtenido de https://www.trabajo.gob.ec/wp-

content/uploads/2021/02/cifras25.pdf?x42051 

Obando, J. (2019). Derecho Laboral. Bogota: Temis. 

Recurso de Casación No. 239-2011 (Sala de lo Contencioso Administrativo. Corte Nacional de 

Justicia 29 de Octubre de 2012). 

Remache, J., Muñoz, L., & López, L. (2022). Termination of contracts for úblic servants in 

Ecuador. Universidad y Sociedad. 

Resolución No. 2007-11155 , Expediente No. 05-6979-0007-CO, ( Sala Constitucional de la Corte 

Suprema de Costa Rica 01 de Agosto de 2007). 



15 

 

Villalva, A. (2015). Poderes públicos. Quito: Ediciones Legales.  

 


